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A N T E C E D E N T E S: 

 

Procede el despacho a desatar la acción de tutela instaurada por ALICIA 

MARÍA MORA DE RODRÍGUEZ, en contra de la DIRECCIÓN DE SANIDAD 

DE LA POLÍCIA NACIONAL a fin de que se le ampare los derechos 

fundamentales de salud en conexidad con el derecho a la vida y a la seguridad 

social. 

 
 Entre otros se citaron los siguientes hechos: 

 

 Manifiesta la tutelante que, esta afiliada a la DIRECCIÓN DE 

SANIDAD DE LA POLÍCIA NACIONAL, desde el mes de octubre de 

1969, en su calidad de cónyuge del agente JOSÉ BENITO 

RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ quien se identificaba en vida con la 
Cédula de Ciudadanía número 97.217 expedida en Bogotá D.C. 

 Indica la accionante que, para el año 2013 y tras el fallecimiento 

de su esposo fue afiliada como pensionada de la institución 

POLICÍA NACIONAL y desde ese momento disfruta del servicio de 

salud. 

 Asevera la actora que, en el mes de febrero de 2023 y porque sus 
manos permanecían negras acudió al servicio de Salud de la 

DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLÍCIA NACIONAL y fue atendida 

por el médico General Luis Emilio Quintero, quien le diagnóstico 

Síndrome de Raynaud y le revisó un pequeño grano que tenía al 

lado derecho de la cara, le dijo que eso era únicamente grasa y 

que si quería se operaba o no. 

 Resalta la accionante que, para el Síndrome de Raynaud ha 
recibido la atención médica necesaria; pero ninguno de los médicos 

tomó en serio el tumor que tiene en la cara al lado derecho y que 

desde julio de 2023 ha venido creciendo sin control. 

 Manifiesta la tutelante que, en agosto de 2023 el médico internista 

Juan Manuel Guerrero Guerrero, revisó todos los exámenes de 

diagnóstico que se le habían realizado hasta la fecha, pero le dijo 
que teniendo en cuenta que el Síndrome de Raynaud es inmuno 

resistente, y que estaba recibiendo el tratamiento integral 

adecuado no veía sino seguir con el tratamiento terapéutico ya 

ordenado, Pero de su protuberancia no le dijo nada. En control del 

mes de octubre ante la reumatóloga ella le dijo que la 

protuberancia estaba creciendo muy rápido y que era mejor que 
fuera al internista para que él le mandará los exámenes 

correspondientes para descartar un tumor cancerígeno o un tumor 

de la glándula parótida. 

 Asegura la quejosa que, fue a la cita el doce (12) de enero de 2024, 

y el doctor Guerrero le vio y se asustó y de inmediato le mando al 
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HOSPITAL CENTRAL DE LA POLICÍA de urgencias que porque el 

tumor había cambiado de color, morfología y temperatura. Que al 

igual ese mismo día el médico internista de turno paso y le dijo que 

posiblemente era un tumor maligno de la parótida no tratado y que 

no le podía hacer nada sin los resultados de los exámenes de 

diagnóstico (punción y biopsia) que él le recomendada ir sacando 

la cita del cirujano de cuello y cara de una vez porque están sin 
agenda. 

 Manifiesta la tutelante que, que desde el día diecinueve (19) de 

enero de 2024 ha intentado asignar la cita y a la fecha de la 

presentación de la acción constitucional no ha logrado el 

agendamiento de la cita por cuanto no hay agenda. 

 Resalta la actora que, el día dos (2) de febrero del presente año, 
desde las 9 de la mañana, su nieto ha intentado la llamada a la 

línea 6013788990 y sobre las dos de la tarde por fin le contestaron 

y le informaron que no había agenda. 

 Indica la accionante que, el día (8) de febrero del presente año, 

tuvo cita con la especialista de Cabeza y Cuello por una tutela 

anterior, ella misma le indicó que el avance de la enfermedad se 

debió a un mal diagnóstico, y por tal motivo todos los exámenes y 
todos los posibles tratamientos para el Cáncer que está padeciendo 

son urgentes.  

 Resalta la actora que, el TAC de pulmón lo pudo programar para el 

doce (12) de febrero de 2024 y el radiólogo especializado le dijo 

que era urgente el resultado porque de ello dependía el actuar de 

la profesional doctora Zoraida Contreras la especialista que la está 
atendiendo. 

 Asegura la accionante que, desde el ocho (8) de febrero de 2024, 

han intentando la cita que ella generó con el carácter urgente y ha 

estado insistiendo la cita y hasta el momento la respuesta es que 

no hay agenda las llamadas últimas han sido realizadas el trece 

(13) de febrero a las 12:34 pm atendida por Diana López y la 
respuesta es no hay agenda y el catorce (14) sobre las 4:36 pm la 

respuesta es que no hay agenda y así ha insistido desde el día 8 

de febrero con la misma respuesta. 

 Asevera la tutelante que, su gravedad la mide en que no puedo 

aguantar el dolor, tiene sordera aguda, no puedo dormir, su calidad 

de vida ha desmejorado notoriamente porque desafortunadamente 

el dolor no la deja comer, dormir, ha perdido peso, y se ha 
incrementado su sensibilidad. 

 Argumenta la quejosa que, por su estado de salud que esta tan 

grave, No tiene otro mecanismo más, para buscar una cita con 

Cirugía General de Cabeza y Cuello. Recurro a este medio 

constitucional para salvaguardar el Derecho Fundamental violado 

por la accionada, es una persona de la tercera edad y como persona 
merece una vida digna y con salud. 

 

P R E T E N S I O N   D E L     A C C I O N A N T E 

 

“1°. Solicito a usted se tutele los derechos fundamentales reclamados y en 

tal razón se ordene a la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLÍCIA NACIONAL, 

me conceda la cita de CIRUGÍA GENERAL DE CABEZA Y CUELLO con la doctora 
Zoraida Contreras.” 

 

 

C O N T E S T A C I O N    A L    A M P A R O 

 

HOSPITAL CENTRAL, conforme lo ordenado en el auto admisorio, procedió 
a descorrer el traslado de la presente acción, a través de JUAN PABLO 

BLANCO SIERRA, obrando en calidad de director del hospital, quien manifiesta 

que: 

 



Ante el juzgado sesenta 60 administrativo de circuito, se presente una 

acción de tutela con el radicado 2024-0033, la cual versa sobre los mismos 

hechos y pretensiones, por lo que la accionante esta frente a una temeridad. 

 

Que mediante comunicación oficial No. GS-2024-007575-DISAN de fecha 7 

de febrero de 2024, el hospital central de la policía nacional en coordinación con 

la unidad prestadora de servicios de salud, responsable de la central de 
agendamiento de citas médicas y atención ambulatoria de los usuarios del 

subsistema de salud de la policía nacional, emitió respuesta a la presente acción 

informando la asignación de cita por la especialidad de cirugía de cabeza y cuello 

así: 

 

 
  
Manifiesta que en consecuencia y verificada la historia clínica de la paciente 

y aquí accionante, por el Dr. Mario Ramón Rodríguez, responsable del servicio 

de Cirugía General se evidencio que la usuaria asiste a la cita agendada el día 

8/02/2024 con la Dra. Zoraida Contreras. 

 

Como excepciones, manifiesta que, se configura la improcedencia de la 

acción de tutela ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se 
puede efectuar el juicio de vulnerabilidad de derechos fundamentales, por 

cuanto no se encuentra ninguna conducta atribuible a la accionada respecto de 

la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho 

fundamental y por lo tanto se debe declarar la improcedencia de la acción de 

tutela. 

 
Finalmente solicita se niegue la presente acción de tutela en contra del 

hospital central de la policía nacional. Toda vez que la entidad agendo y notifico 

la cita a la accionante para el día 8/02/2024, estando frente a una carencia 

actual de objeto por hecho superado. 

 

DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLÍCIA NACIONAL y la UNIDAD 
PRESTADORA DE SERVICIOS DE SALUD (UPRES) pese a estar debidamente 

notificados del presente trámite guardaron silencio.  

 

T R A M I T E   P R O C E S A L 

 

 La mencionada acción fue admitida por auto del quince (15) de febrero de 

2023, en el que se ordenó la notificación a la entidad accionada y se le concedió 
el termino perentorio de dos (02) días, para que se pronuncie sobre los hechos 

sustento de la presente tutela.    

 

Se encuentra el presente asunto para decidir y a ello se procede, 

observándose que no se ha incurrido en causal de nulidad que invalide lo 

actuado, previas las siguientes, 
 

C O  N  S  I   D  E  R  A  C  I  O  N  E  S  : 

 

1.- Ha de partir el Despacho por admitir su competencia para conocer el 

presente asunto, conforme lo previsto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 

1991 y artículo 8 del Decreto 306 de 1992. 

 
2.- La acción de tutela se encuentra consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Política como un mecanismo para la protección inmediata de los 

derechos fundamentales de las personas, cuando los mismos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades o 

particulares en ciertos casos. 



 

La finalidad última de esta causa constitucional es lograr que el Estado, a 

través de un pronunciamiento judicial, restablezca el derecho fundamental 

conculcado o impida que la amenaza que sobre él se cierne se configure. 

 

3.- Se encuentra que las exigencias del petitum se centran básicamente en 

que además de la salvaguarda las prerrogativas fundamentales, se ordene a 

DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL, asigne la cita 

especializada de cirugía de cabeza y cuello. 

4.- Descendiendo al caso materia de estudio, procede el despacho a 

determinar si las accionadas, vulneraron los derechos fundamentales 

conculcados por ALICIA MARÍA MORA DE RODRÍGUEZ, al no asignarle la 

cita especializada de cirugía de cabeza y cuello. 

  
5.- Bajo este norte de comprensión, debe tenerse en cuenta que las empresas 

prestadoras de servicios de salud están en el deber de garantizar el acceso a la 

promoción, protección y recuperación de la salud, debido a la prestación que les 

ha sido confiada, la cual deberá cumplirse bajo los principios que enmarcan su 

función, sin incurrir en omisiones o realizar actos que comprometan la 

continuidad y eficacia del servicio.  

 
Sobre el particular, la H. Corte Constitucional, en reiteración de 

jurisprudencia puntualizó: 

 

“En relación con la salud como derecho, es necesario mencionar 

que, en un primer momento, fue catalogado como un derecho 

prestacional, que dependía de su conexidad con otro derecho 
considerado como fundamental, para ser protegido a través de 

la acción de tutela. Posteriormente, la postura cambio y la Corte 

afirmó que la salud es un derecho fundamental autónomo que 

protege múltiples ámbitos de la vida humana. Dicha posición fue 

recogida en el artículo 2° la Ley 1751 de 2015, cuyo control 

previo de constitucionalidad se ejerció a través de la sentencia 
C-313 de 2014. Así pues, tanto la normativa como la 

jurisprudencia actual disponen que la salud es un derecho 

fundamental autónomo e irrenunciable que comprende –entre 

otros elementos– el acceso a los servicios de salud de manera 

oportuna, eficaz y con calidad, con el fin de alcanzar su 

preservación, mejoramiento y promoción”.1  

 
Respecto a la VIDA DIGNA, la H. Corte Constitucional en Sentencia T- 014 

de 2017, señala: 

 

“… el tratamiento que debe proporcionársele al enfermo no se 

reduce a obtener la curación. Este, debe estar encaminado a 

superar todas las afecciones que pongan en peligro la vida, la 
integridad y la dignidad de la persona, por tal razón, se deben 

orientar los esfuerzos para que, de manera pronta, efectiva y 

eficaz reciba los cuidados médicos tendientes a proporcionarle 

el mayor bienestar posible”. 

 

Tratándose de adultos mayores la H. Corte Constitucional 

menciona “tratándose de personas en estado de debilidad, 

sujetos de especial protección por parte del Estado como es el 

caso de los niños, los discapacitados y los adultos mayores 

(C.P. arts. 13, 46 y 47) la protección al derecho fundamental a 
la salud se provee de manera reforzada, en virtud del principio 

de igualdad y la vulnerabilidad de los sujetos enunciados. Así, 

la omisión de las entidades prestadoras del servicio de 

salud, la falta de atención médica o la imposición de 

barreras formales para acceder a las prestaciones 
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hospitalarias que se encuentren dentro del POS que 

impliquen grave riesgo para la vida de personas en 

situación evidente de indefensión (como la falta de 

capacidad económica, graves padecimientos en 

enfermedad catastrófica o se trate de discapacitados, 

niños y adultos mayores) son circunstancias que han de ser 

consideradas para decidir sobre la concesión del 
correspondiente amparo. Por lo tanto, obligan al juez 

constitucional a no limitarse por barreras formales en un caso 

determinado, por el contrario, en aras de la justicia material su 

función constitucional es proteger los derechos 

fundamentales.”2 (resalto por el despacho). 

 
Resulta entonces imperioso recordar que el derecho a la salud, en múltiples 

ocasiones ha sido categorizado por el órgano de cierre en materia constitucional 

como derecho fundamental autónomo y lo ha definido como la posibilidad con 

la que cuenta todo ser humano de mantener la normalidad orgánica funcional, 

física y mental, que, en caso de una perturbación en ese plano, debe de 

restablecerse satisfaciéndolo desde las condiciones de oportunidad, continuidad, 

eficiencia y calidad, de acuerdo con el principio de integralidad. Todo ello 
deviene precisamente de disposiciones que en el marco de nuestra constitución 

política en sus artículos 48 y 49 se prevé y en los que se le cataloga como un 

servicio público de carácter obligatorio dirigido bajo principios de eficiencia, 

universalidad y solidaridad. 

 

La jurisprudencia constitucional ha establecido que el Estado debe garantizar 
a todas las personas el disfrute del más alto nivel de salud física y mental posible 

y por tanto, no solo involucra la prevención de la enfermedad, sino también su 

tratamiento y rehabilitación, con la posterior recuperación, de ahí, que deba 

incluir el cuidado, suministro de medicamentos, cirugías, exámenes de 

diagnóstico, procedimientos de rehabilitación, insumos, que el médico tratante 

considere necesarios para restablecer la salud del paciente o para aminorar sus 
dolencias en forma que pueda llevar una vida en condiciones dignas. 

 

Aunado a lo anterior, el Alto Tribunal Constitucional, expone que la urgencia 

en la protección del derecho a la salud, se puede dar en razón a que o bien se 

trata de un sujeto que merece especial protección constitucional (niños y niñas, 

población carcelaria, adultos mayores, personas que padecen enfermedades 

catastróficas, en condición de discapacidad, entre otros), o bien de una situación 
en la que se puedan presentar argumentos válidos y de suficiente relevancia 

constitucional, que permitan concluir cómo la falta de garantía del derecho a la 

salud implica un desmedro o amenaza de otros derechos fundamentales de la 

persona. 

 

Para el caso del Régimen Especial de Salud de las Fuerzas Militares y de la 
Policía Nacional, el mismo se rige por la Ley 352 de 1997 y por el Decreto Ley 

1795 de 2000. 

 

La Ley 352 de 1997, reguló de forma específica el régimen de salud de las 

Fuerzas Militares y la Policía Nacional y se contemplan como afiliados sometidos 

a ese régimen, el personal activo, retirado, pensionado y beneficiario de las 

Entidades que conforman aquella institucionalidad.  
 

Por su parte, el Decreto Ley 1795 de 2000, estructuró el Sistema de Salud 

de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional y estableció que su objeto es 

prestar el servicio de sanidad inherente a las operaciones militares y del servicio 

policial, como parte de su logística militar, de igual forma, la prestación del 

servicio integral de salud del personal afiliado y sus beneficiarios. 
 

Descendiendo al caso en concreto y de acuerdo con los soportes 

documentales allegados con el escrito de tutela, se tiene que el accionante 

ALICIA MARIA MORA DE RODRÍGUEZ requiere con urgencia la asignación 
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de la cita antes mencionada por cuanto tiene un tumor maligno de la parótida 

en su rostro y lleva varios días intentando que le sea asignada pero no hay 

agenda, respuesta que no es de recibido para esta falladora por cuanto le han 

informado esta misma respuesta al accionante desde hace varios días, y como 

consecuencia está siendo afectada la salud de la accionante. 

 

Empero lo anterior, también es preciso señalar que en efecto la accionante 
debido a sus patologías de salud no puede quedarse sin la cobertura al sistema 

de SALUD, por cuanto su seguimiento no se puede suspender ya que de ello 

depende su vida, por tanto, este Despacho atendiendo no solo a lo pedido por 

la accionante, sino al analizar las pruebas aportadas tutelara el derecho a la 

SALUD, VIDA y PETICION, en el sentido de ordenarle a la DIRECCIÓN DE 

SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL, que en el menor tiempo posible realice 
las diligencias tendientes a asignarle la cita de especialidad de cirugía de cabeza 

y cuello y así pueda recibir la atención que requiera respecto a las afectaciones 

de salud que padece. 

 

 6.- Ahora, Teniendo en cuenta lo manifestado por el HOSPITAL CENTRAL 

respecto de que en el presente asunto existe TEMERIDAD, como quiera que el 

accionado ya había radicado el mismo escrito de tutela ante el juzgado sesenta 
administrativos del circuito de Bogotá, el Despacho discrepa de tal afirmación, 

por cuanto en el escrito de tutela en el acápite de los hechos es claro que la 

accionante requiere una cita de seguimiento con la especialista por cuanto en la 

cita asignada para el día 8 de febrero la Doctora le ordeno realizarse unos 

exámenes, por lo tanto es evidente que la accionante se esta refiriendo a unos 

hechos nuevos y con posterioridad al día 8 de febrero de 2024. 
 

Por último, es importante indicarle al accionante que, el Juez Constitucional 

no puede irrumpir en la esfera de los trámites ordinarios para sustraer 

competencias que ni la Constitución, ni la legislación le han conferido, pues el 

amparo constitucional solo es dable ante la amenaza inminente de derechos 

fundamentales, en tanto la acción de tutela no es un medio para sustituir los 

procedimientos respectivos o alterar competencias de las entidades, por tanto 

respecto a la pretensión de ordenar que se le realice . 
 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO TREINTA Y UNO DE 

FAMILIA DE BOGOTÁ, D.C., ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE 

LA REPÚBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, 

 
R E S U EL V E: 

 

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales de SALUD, VIDA y 

SEGURIDAD SOCIAL incoados por ALICIA MARÍA MORA DE RODRÍGUEZ 

contra de la DIRECCION GENERAL DE SANIDAD DE LA POLICIA 

NACIONAL de conformidad con las razones expuestas en esta providencia. 

 
SEGUNDO: ORDENAR a LA DIRECCION GENERAL DE SANIDAD DE LA 

POLICIA NACIONAL y LA UNIDAD PRESTADORA DE SERVICIOS DE 

SALUD (UPRES) DE LA POLICIA NACIONAL que a través de su 

representante legal y/o quien haga sus veces, para que, si aún no lo ha hecho, 

en el término de CUARENTA Y OCHO (48) HORAS siguientes a la notificación 

de esta providencia, proceda a desplegar las acciones necesarias para asignarle 
la cita de especialidad de CIRUGIA DE CABEZA Y CUELLO a la señora ALICIA 

MARÍA MORA DE RODRÍGUEZ C.C. 20.520.334. 

 

TERCERO: ORDENAR a LA DIRECCION GENERAL DE SANIDAD DE LA 

POLICIA NACIONAL que a través de su representante legal y/o quien haga 

sus veces, para que, si aún no lo ha hecho, en el término de CUARENTA Y 

OCHO (48) HORAS siguientes a la notificación de esta providencia, proceda a 
desplegar las actividades necesarias para materializar la realización del 

tratamiento que requiere el accionante ALICIA MARÍA MORA DE 

RODRÍGUEZ C.C. 20.520.334. respecto de su diagnóstico de C07X TUMOR 

MALIGNO DE LA GLANDULA PAROTIDA, y con ello todo lo que conlleva como 



asignación de citas, realización de exámenes, practica de cirugías, entrega de 

medicamentos e insumos, ETC. 

 

CUARTO: NOTIFICAR VIA CORREO ELECTRONICO lo aquí resuelto a la 

accionante y a las entidades accionadas, y de no ser posible utilícese el medio 

más expedito. 

     
QUINTO: REMITIR las diligencias de no ser impugnada la presente 

decisión a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión acorde 

con los artículos 31 y 33 del Decreto 2591 de 1991. 

 

CÚMPLASE Y NOTIFÍQUESE, 

LA JUEZ; 
 

MARIA EMELINA PARDO BARBOSA 

MARU 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


